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Resumen
El artículo tiene como objetivo identificar los principales elementos de la economía criminal en Veracruz y la re-
gión del Totonacapan (México). Con ese fin, explora la manera como las actividades económicas ilegales se han 
unido a sectores del capital legal, considerando la corrupción y el ejercicio de la violencia como mecanismos 
centrales. Para ello, se realiza una revisión analítica de fuentes bibliográficas, hemerográficas y estadísticas. 
El estudio argumenta que: 1) la presencia de riquezas naturales estratégicas, la precarización económica y las 
circunstancias políticas propicias para la corrupción son condiciones de posibilidad de la economía criminal en 
Veracruz y el Totonacapan; 2) el tráfico ilegal de mercancías es una fuente central de financiamiento del crimen 
organizado, un incentivo para el control territorial y un propiciador de violencia en el caso estudiado; 3) el robo 
de combustibles es un ejemplo paradigmático del funcionamiento de la economía criminal en dicho territorio.

Palabras clave: economía criminal; crimen; violencia; Veracruz; México.

Clasificación JEL: K42; O17; E26.

Abstract
The article aims to identify the main elements of the criminal economy in Veracruz and the Totonacapan 
region (Mexico). To that end, it explores how illegal economic activities have joined sectors of legal capital, 
considering corruption and the exercise of violence as central mechanisms. To this end, an analytical review 
of bibliographic, hemerographic, and statistical sources is carried out. The study argues that: 1) the presence 
of strategic natural resources, economic precariousness, and political circumstances conducive to corruption 
are conditions of possibility for the criminal economy in Veracruz and Totonacapan; 2) the illegal trafficking 
of goods is a central source of financing for organized crime, an incentive for territorial control and a 
propitiator of violence in the case studied; 3) fuel theft is a paradigmatic example of the functioning of the 
criminal economy in this territory.
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1. Introducción
La crisis de los años setenta del siglo XX trajo 
consigo cambios sustanciales en el orden eco-
nómico-político mundial, siendo uno de ellos 
la consolidación de la economía criminal como 
eje de acumulación para el capitalismo globa-
lizado (Galindo, 2005). Este hecho es explica-
do, en buena medida, porque los excedentes 
de capital y fuerza de trabajo que generan las 
crisis de sobreacumulación –como la que tuvo 
lugar en los años setenta– requieren trasladar-
se a otros mercados o espacios con nuevas po-
sibilidades de recursos para ser invertidos de 
manera rentable (Harvey, 2005). De esta for-
ma, los capitales recurrieron a los mercados 
asociados a la dinámica criminal como una vía 
de escape a la crisis (Estrada y Moreno, 2008).

Dichos mercados resultan ser altamente ren-
tables, en la medida en que la condición de 
ilegalidad permite aumentar de manera ex-
ponencial los márgenes de utilidad (Estrada y 
Moreno, 2008). La prohibición y persecución 
(o criminalización) a la que se enfrentan esas 
actividades, así como la configuración de mer-
cados clandestinos en torno a ellas, ocasionan 
que los precios se ubiquen muy por encima 
de sus costos de producción, porque incluyen 
una renta criminal (Márquez, 2016). Tal es el 
caso de actividades como el tráfico de drogas, 
de armas, de personas, de recursos hurtados 
(como minerales y petróleo) y el lavado de di-
nero, entre otras dinámicas que configuran lo 
que se ha denominado economía criminal.

Estas dinámicas, en su proceso de consolidación, 
se han desplegado de manera articulada por 
diferentes puntos del planeta (Galindo, 2005), 
incluyendo diversos países de América Latina, 
donde las condiciones han sido propicias para 
la consolidación de economías basadas en 
la renta criminal y para el uso de la violencia 
directa como un mecanismo para el desarrollo 
de estas. De esto dan cuenta diversos estudios 
de casos nacionales y de la región. Existen 
publicaciones anuales elaboradas por distintas 
secretarías del gobierno estadounidense, como 
el International Narcotics Control Strategy 
Report (Department of State), el National 
Drug Threat Assessment (Drug Enforcement 
Administration) o los reportes del Congressional 

Research Service (CRS); los informes periódicos 
de la Oficina de Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito sobre tráfico de drogas (World 
Drug Report) o personas (Trafficking in Persons 
Report); así como los reportes de algunas 
consultoras privadas especializadas en el tema, 
como Stratford, The Global Initiative against 
Transnational Crime o Insight Crime, que 
está enfocada en los países latinoamericanos. 
Más relevantes resultan los ejercicios de 
interpretación e historización que se han 
realizado para explicar el fenómeno en América 
Latina. Autores como Jairo Estrada y Sergio 
Moreno (2008), así como Jorge Giraldo y Alberto 
Naranjo (2011), en Colombia; Sayak Valencia 
(2010), Salvador Maldonado (2012), Humberto 
Márquez (2016) y Guadalupe Correa-Cabrera 
(2018), en México, o Michel Misse (2010), en 
Brasil, son solo algunos de los referentes para 
estudiar esta compleja problemática. Como se 
verá más adelante, algunos de los elementos 
planteados por estos autores coinciden entre 
sí, lo que da cuenta de las convergencias que 
existen en el desarrollo de la economía criminal 
en los países latinoamericanos.

En el caso mexicano, es posible vislumbrar con 
mayor intensidad este fenómeno en ciertos lu-
gares del país. Uno de ellos es el estado de 
Veracruz y, particularmente, la región del To-
tonacapan, que se caracteriza por concentrar 
una gran cantidad de reservas, exploración y 
explotación de hidrocarburos. Además, es la 
ruta más corta para el tráfico de personas y de 
mercancías legales e ilegales de Centroaméri-
ca hacia Estados Unidos, y en las dos últimas 
décadas ha presentado un aumento considera-
ble en los índices de violencia (Correa-Cabrera, 
2017; UNODC, 2014).

Estos elementos hacen de Veracruz y de la 
región del Totonacapan espacios representa-
tivos para investigar la relación entre la econo-
mía legal y la economía ilegal. El objetivo del 
trabajo es, entonces, identificar los principales 
elementos de la economía criminal en estos 
territorios de México, explorando la manera 
como las actividades económicas ilegales se 
han unido a sectores del capital legal, a través 
de mecanismos tales como la corrupción y el 
ejercicio de la violencia directa.
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El trabajo se dividió en cinco apartados. Prime-
ro, se plantean algunos elementos teórico-con-
ceptuales para analizar la economía criminal. 
En el segundo apartado, se mencionan las 
fuentes de información consultadas y los cri-
terios usados para la selección de Veracruz y, 
en particular, la región del Totonacapan como 
zona de estudio. En el tercero, se describen las 
características de la economía legal veracruza-
na con base en tres variables macroeconómi-
cas: el Producto Interno Bruto (PIB), el nivel de 
exportaciones y la generación de empleo. En 
el cuarto apartado, se hace un análisis de la 
economía ilegal, y cómo esta se articula con la 
legal a través de la corrupción y la violencia. Fi-
nalmente, en el último apartado se reflexiona 
sobre los alcances de la noción de economía 
criminal a partir de este análisis.

2. Sobre la noción de 
economía criminal
Las formas ilegales de acumulación se han uni-
do estrechamente a sectores legales del capital, 
volviendo cada vez más difusa la separación 
entre los ámbitos de legalidad e ilegalidad. Los 
sectores ilícitos, por ejemplo, se insertan en 
los circuitos legales de acumulación mediante 
la inversión de sus rentas en actividades lícitas 
de producción de bienes y servicios o en los 
circuitos financieros, como una estrategia para 
“blanquear” el dinero, disminuir el riesgo de 
ser perseguidos y desmantelados por las au-
toridades, y ampliar su poder e influencia eco-
nómico-política. De esta manera, los recursos 
monetarios provenientes de actividades delic-
tivas son introducidos en la economía legal a 
nivel local, nacional y global. La financiariza-
ción del capital5, posibilitada por las medidas 
de liberalización y desregulación económica 
implementadas en el marco del neoliberalismo 
y la globalización, ha viabilizado esos proce-
sos de imbricación de las actividades legales e 
ilegales al facilitar el movimiento de los capi-
tales (Estrada y Moreno, 2008; Galindo, 2005).

5	 La financiarización del capital hace referencia 
al proceso de desvinculación del capital-dinero 
de la esfera productiva para dirigirse ahora a la 
especulación y la expansión financiera.

Las formas ilegales de acumulación requieren 
el despliegue de diversos mecanismos políti-
cos y del ejercicio de la violencia. Los prime-
ros son fundamentales para lograr un amplio 
control social, así como la instauración de vín-
culos con el Estado –de manera consensuada 
o coercitiva–, que resultan necesarios para el 
desarrollo efectivo de las actividades ilegales. 
Algunos de estos mecanismos han sido deno-
minados por Michel Misse (2010; 2013) como 
mercancías políticas, refiriéndose con ello a 
una variedad de canjes y negociaciones ilícitas 
que corresponden, en gran parte, a las repre-
sentaciones sociales de corrupción, clientelis-
mo, extorsión, tráfico de influencias, fraude 
económico, etc. Estas mercancías pueden ser 
producidas por la privatización de atribucio-
nes estatales por parte de un funcionario pú-
blico, lo que es interpretado como corrupción; 
o por obligar a un sujeto o grupo social a en-
trar en una relación de intercambio produci-
da mediante mecanismos de fuerza, poder o 
violencia suficiente para la extorsión (Misse, 
2014). De esta manera, los productos de los 
mercados ilegales no son solamente económi-
cos, pues también intervienen transacciones 
sociales y políticas que tienen al Estado como 
un actor central (Misse, 2010; 2013).

A través de la violencia, se consigue modificar 
la conducta de quienes quedan sometidos a su 
aplicación. En el modo de producción capitalista, 
el ejercicio de la violencia ocurre normalmente 
como medio de gestión económica, en la 
medida en que produce riqueza y dinero; 
diseña territorialidades y gestiona poblaciones 
como palancas de la acumulación (Inclán, 
2018). En la forma criminal, el ejercicio de 
la violencia funciona como un medio para el 
cumplimiento de contratos, la sanción, y la 
apropiación y control efectivo del territorio 
(Giraldo y Naranjo, 2011).

Existen diversas condiciones políticas, 
sociales y económicas a nivel nacional y local, 
sobre todo en los países de América Latina, 
que posibilitan el desarrollo de la economía 
criminal. Desde el ámbito político, la dinámica 
criminal puede ser facilitada por la debilidad 
de las instituciones estatales, reflejada en una 
baja capacidad de regulación de la población 
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(Giraldo y Naranjo, 2011); o por la presencia 
de regímenes políticos autoritarios a nivel 
regional o local que, al operar mediante 
formas corporativas y clientelares, viabilizan 
el establecimiento de acuerdos con el crimen 
organizado (Andrade-Guevara, 2018).

La primera condición de posibilidad para la 
consolidación de la economía criminal es la 
presencia de factores naturales estratégicos 
para el capitalismo actual, tales como hidro-
carburos, minerales, agua y una ubicación 
geopolítica privilegiada. Estos recursos, por 
una parte, atraen a corporaciones transnacio-
nales que los explotan mediante mecanismos 
legales, pero también ilegales, como el uso de 
la violencia para abrirse espacio en los terri-
torios donde se encuentran (Inclán, 2018); y, 
por otra parte, pueden provocar la llegada de 
organizaciones criminales, para quienes los re-
cursos naturales (especialmente los minerales 
e hidrocarburos) constituirían una fuente de 
financiamiento complementaria a las activida-
des ilícitas que desarrollan (Márquez, 2016).

La segunda condición está relacionada con la 
violencia estructural que se presenta con fuer-
za en los países y regiones latinoamericanas, 
y de la cual son expresiones la extrema des-
igualdad socioeconómica, así como la pobre-
za, el desempleo y la exclusión social que re-
fuerzan la dominación y explotación de unos 
grupos sociales sobre otros, y han sido agra-
vadas por las medidas neoliberales e, incluso, 
por el mismo desarrollo de las actividades ex-
tractivas. La economía criminal encuentra en 
estas circunstancias una oportunidad para sur-
gir y desplegarse, convirtiéndose, incluso, en 
un importante dinamizador de las economías 
nacionales y en un generador de empleo. Al 
respecto, Márquez (2016) estima que la eco-
nomía criminal tiene la capacidad de emplear 
a alrededor de 500 mil personas y genera in-
gresos por, aproximadamente, el 6,3% del PIB 
mexicano.

Con el fin de establecer aspectos más concretos 
para el estudio de la dinámica criminal en 
Veracruz y el Totonacapan, retomamos tres 
elementos generales de la economía criminal. 
Autores como Estrada y Moreno (2008) y 

Giraldo y Naranjo (2011) reconocen que la 
definición de lo “criminal” no solo responde 
a una cuestión jurídica, sino que también 
obedece a las consideraciones del conjunto de 
la sociedad. Lo “criminal” depende de si una 
determinada actividad o acción es efectivamente 
considerada como ilegal o anormal por parte de 
la sociedad y, en ese sentido, es rechazada por 
esta y juzgada por el Estado.

Con el fin de concebir esta idea en términos 
operativos, los autores plantean que el primer 
elemento para la definición de una acción o ac-
tividad como “criminal” es que esta satisfaga la 
condición de desarrollarse por fuera del marco 
de la ley. Misse (2010) coincide en que un mer-
cado criminalizado es necesariamente un mer-
cado informal de trabajo, porque la criminali-
zación de las mercancías que produce o vende 
lo exime de cualquier tipo de reglamentación 
formal de las relaciones y de las obligaciones 
tributarias, además de ser un mercado de cir-
culación de mercancías ilícitas, cuya actividad 
está, en sí misma, criminalizada.

El segundo elemento que define a la economía 
criminal es la existencia de un tránsito conti-
nuo entre lo legal e ilegal, bien sea porque: i) 
los productos de las actividades ilegales son 
introducidos en los circuitos legales como un 
mecanismo de inversión y obtención de ganan-
cias, lavado o protección ante la persecución 
(Galindo, 2005; Márquez, 2016); ii) las mer-
cancías producidas legalmente son hurtadas o 
despojadas y, por lo tanto, insertadas de ma-
nera ilegal en los circuitos de comercialización 
(el robo de combustible es un ejemplo de esto); 
o iii) los principales mecanismos usados para 
mantener la economía criminal, sus flujos eco-
nómicos y sus dinámicas de poder, tales como 
la corrupción y la violencia, se desarrollan al 
margen de la ley (Misse, 2014) (ver Figura 1).

Figura 1. Elementos de la economía criminal

Fuente: elaboración propia.

Legal Ilegal
Ej. Robo de combustible

Corrupción y Violencia

Ej. Lavado de dinero
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El tercer elemento, relacionado con el anterior, 
radica en que la economía criminal tiene como 
objetivo central la obtención de ganancias o, 
más exactamente, la acumulación a partir de 
las rentas provenientes de las actividades ile-
gales; así como el control económico, político 
y social sobre un territorio de manera violenta, 
con el fin de garantizar el despliegue de los 
procesos de acumulación ilegales y, eventual-
mente, algunos legales (como megaproyectos 
o explotación de recursos) (Márquez, 2015; 
2016).

Para realizar el estudio de la economía crimi-
nal en Veracruz y la región del Totonocapan, 
comenzaremos por reconocer las actividades 
económicas legales e ilegales presentes en la 
zona. Esto se hará resaltando el vínculo que 
surge entre ellas en el marco del sector de hi-
drocarburos, uno de los sectores económicos 
legales más importantes de la región.

3. Metodología

Las fuentes de información consultadas para el 
análisis de la dinámica económica criminal en 
Veracruz y la zona del Totonacapan son múl-
tiples debido a la complejidad del tema y a la 
falta de información oficial.

Los datos sobre la dinámica socioeconómica 
fueron tomados de organismos gubernamen-
tales como el Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (INEGI), el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(CONEVAL) y el Consejo Nacional de Población 
(CONAPO). Para el análisis de la dinámica del 
sector petrolero, se utilizaron datos de Petró-
leos Mexicanos (PEMEX) y de la Comisión Na-
cional de Hidrocarburos (CNH).

El análisis de la dinámica criminal, por su par-
te, se basó en fuentes gubernamentales, como 
la página del Secretariado Ejecutivo del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública (SESNSP), so-
licitudes de acceso a la información al Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI) 
y los informes del Departamento de Estado de 
Estados Unidos, así como algunos informes de 
organizaciones de derechos humanos: la Comi-

sión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) y 
el Centro de Derechos Humanos Miguel Agus-
tín Pro Juárez (Centro PRODH), entre otros. 
Debido a la naturaleza opaca de la dinámica 
criminal, además de las fuentes oficiales –que 
proporcionan datos limitados o incompletos–, 
fue necesario recurrir a información de algu-
nos medios impresos como El Economista, La 
Jornada y Proceso, y trabajos de periodismo 
de investigación especializados en el tema.

Para delimitar la zona de estudio, se tuvieron 
en cuenta algunas características importantes 
del estado de Veracruz y la región del Totona-
capan que se mencionan a continuación.

3.1 Veracruz

Veracruz está ubicado en el oriente de la 
República mexicana. Por su colindancia al este 
con el Golfo de México, cuenta con uno de los 
principales puertos marítimos del país. En este 
territorio, junto con Tabasco y Tamaulipas, 
se localizan las mayores zonas petroleras de 
México y, alrededor de ellas, se han construido 
obras de infraestructura para el desarrollo de 
la petroquímica y sus derivados (Martínez 
et al., 2012). Veracruz también cuenta con 
el mayor número de pozos petrolíferos en 
la planicie costera del Golfo –la antigua Faja 
de Oro y la Nueva–, así como con la zona 
Minatitlán-Nanchital y la Faja de Oro Marina 
en la plataforma continental. Asimismo, posee 
refinerías y plantas de absorción.

Por su localización estratégica, Veracruz ha sido 
objeto de megaproyectos de infraestructura 
que buscan mejorar la dinámica industrial y 
comercial para aprovechar su cercanía con el 
istmo de Tehuantepec y el Océano Atlántico. 
Entre ellos, se pueden mencionar el plan Alfa-
Omega en la década los 80, el Plan Puebla 
Panamá en el 2000 o la creación de Zonas 
Económicas Especiales en 2016.

A pesar del interés gubernamental por la re-
gión, la violencia se ha agravado desde hace 
más de una década. En 2017, Veracruz ocupó 
el cuarto lugar a nivel nacional en homicidios 
(con una tasa de 27,9 por 100.000 habitan-
tes) y el segundo en secuestros (con 2,05 por 
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100.000 habitantes). Esto representa un au-
mento significativo con respecto a otros años. 
En 2014, por ejemplo, ocupó el lugar 13 de 
homicidios (con 12,4 por 100 mil habitantes) 
y tercero en secuestros (con 1,77 por 100 mil 
habitantes). Desde 2009, se registra un cons-
tante incremento en la tasa de homicidios; 
salvo en 2013 y 2014, cuando disminuye para 
después volver a crecer de manera más pro-
nunciada (SESNSP, 2018) (ver Figura 2).

Los secuestros también tuvieron un ascenso 
en la entidad. Después de aumentar de ma-
nera importante desde 2010, en 2014 la tasa 
de secuestros por cada 100 mil habitantes 
alcanzó un valor de 1,77. Tuvo un declive en 
el año 2015, con una tasa de 1,18 casos por 
cada 100 mil habitantes, y una posterior alza 
pronunciada hasta situarse en 2,07 secues-
tros por cada 100 mil habitantes en 2018 
(ver Figura 3).

Figura 2. Tasa de homicidios por cada 100 mil habitantes en Veracruz, 1998-2018

Fuente: elaboración propia con datos de CONAPO (2018) y SESNSP (2018).
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Fuente: elaboración propia con datos de CONAPO (2018) y SESNSP (2018).
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3.2 Región del Totonacapan

Los elementos culturales e históricos de los 
pueblos totonacos conforman una identidad 
común que permite considerarla una región. 
Esta está comprendida por los municipios de 
Cazones de Herrera, Chumatlán, Coahuitlán, 
Coatzintla, Coyutla, Espinal, Filomeno Mata, 
Gutiérrez Zamora, Mecatlán, Papantla, Poza 
Rica, Tecolutla, Tihuatlán y Zozocolco de Hi-
dalgo, y cuenta con una de las 8 zonas metro-
politanas del estado. La Zona Metropolitana de 
Poza Rica comprende los municipios de Poza 
Rica de Hidalgo, Papantla, Tihuatlán, Coatzint-
la y Cazones de Herrera.

En términos económicos, esta zona está carac-
terizada por la expansión de la actividad pe-
trolera y, en los últimos años, por la ola de 
violencia que ha afectado a todo el país, en 
particular, a las zonas ricas en hidrocarburos. 
Desde los años cincuenta del siglo XX, se tie-
ne registro de las primeras exploraciones de 
combustibles fósiles por parte de PEMEX en 
la región y sus colindancias hacia el norte del 
país (norte de Veracruz y sur de Tamaulipas). 
Esta actividad, además de configurar a la re-
gión como la conocemos hoy y ser pilar del 
desarrollo de la industria petrolera en México, 
generó grandes problemas socioambientales, 
como derrames de petróleo en milpas, fugas, 
manantiales secos y aguas superficiales conta-
minadas (Chenaut, 2017).

A partir de la reforma energética de 2008, rea-
lizada durante el gobierno de Felipe Calderón, 
comenzó la instalación de diversas empresas 
privadas nacionales y extranjeras en la región 
del Totonacapan, con el objetivo de explotar la 
zona petrolífera de Chicontepec (Paleocanal de 
Chicontepec), que abarca desde el municipio 
de Ixcatepec hasta Papantla; una de las zonas 
con más recursos petroleros, pero con grandes 
dificultades técnico-económicas para llevar a 
cabo la extracción6 (ASF, 2010) (ver Figura 4).

6	 Estas perforaciones se realizan mediante la técnica 
del fracturamiento hidráulico llamada fracking, 
la cual requiere grandes cantidades de agua que, 
adicionada con una mezcla de más de 1,000 
químicos, es inyectada en el subsuelo para fracturar 
la roca y permitir la extracción de los hidrocarburos.

Los datos del Secretariado Ejecutivo del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP, 
2018) indican que la violencia se ha incremen-
tado en los últimos años en el estado, en par-
ticular en la zona del norte de Veracruz. Poza 
Rica y Papantla son los municipios con más 
población y mayor actividad relacionada con 
el sector de los hidrocarburos. En 2011, en 
Poza Rica, la tasa de homicidios dolosos fue de 
11,35 por cada 100.000 habitantes; en 2017, 
aumentó a 42,16. En el caso de Papantla, la 
tasa de homicidios pasó de 11,39, en 2011, 
a 43,67 en 2017. El incremento de la tasa de 
homicidios fue mayor en estos municipios en 
comparación con el resto de Veracruz, donde 
se observó un nivel de 27,9 homicidios para 
ese mismo año.

Tanto por sus características físicas, de locali-
zación geográfica, y la existencia de grandes 
yacimientos de hidrocarburos, así como por la 
compleja situación de violencia e inseguridad 
que ha vivido el estado de Veracruz y la región 
del Totonacapan en particular, se decidió inda-
gar en los mecanismos a través de los cuales 
interactúa la economía legal con la economía 
ilegal. El periodo de estudio abarca de 1998 a 
2018, años en los que se verifica un aumento 
sostenido de la violencia, transiciones políticas 
en el gobierno de la entidad y la consolidación 
de organizaciones criminales en la región.

4. Economía legal en 
Veracruz y el Totonacapan
La situación económica de Veracruz es comple-
ja. Según la información del CONEVAL (2018), 
en 2018, 61,8% de la población veracruzana se 
encontraba en situación de pobreza, de la cual 
17,7% estaba en pobreza extrema. Asimismo, 
67,9% de la población tenía un ingreso por de-
bajo de la línea de bienestar; es decir, de lo 
que cuesta una canasta de alimentos, bienes y 
servicios básicos.

La región del Totonacapan presenta un por-
centaje de pobreza muy similar al estatal: la 
información disponible para el mismo año a 
nivel municipal muestra que 57,6% de su po-
blación se encuentra en pobreza y 14,6% en 
pobreza extrema. Resaltan los municipios de 



Sociedad y Economía N° 47 (Sep - dic 2022) / e-ISSN: 2389-9050 / e10811756
Economía criminal en Veracruz y la región del Totonacapan, México, 1998-2018

9

Zozocolco de Hidalgo, Mecatlán, Filomeno 
Mata, Chumatlán, Coyutla y Coahuitlán, con 
porcentajes entre 82% y 96% de su población 
en pobreza. En contraste, Poza Rica es el mu-
nicipio con menor población en pobreza, con 
41,4% (CONEVAL, s. f.).

De acuerdo con datos de CONEVAL (s.f.), para 
2015, la región tenía seis municipios con muy 
alto grado de marginación7, siete con alto, uno 
con medio y únicamente tres con bajo y muy 
bajo grado: Coatzintla, Tuxtla y Poza Rica. En 

7	 El grado de marginación está relacionado, según 
CONAPO (2013), con “la carencia de oportunidades 
sociales y la ausencia de capacidades para 
adquirirlas o generarlas, pero también a privaciones 
e inaccesibilidad a bienes y servicios fundamentales 
para el bienestar” (p. 11).

los 13 municipios con muy alto y alto grado 
de marginación, habitan alrededor de 532 mil 
personas, lo que representa alrededor de 54% 
de la población total de la región.

La estructura económica del estado presen-
ta características peculiares. Aunque existen 
sectores como el de la extracción y la petro-
química que son los de mayor peso en las ex-
portaciones, estos no son los principales ge-
neradores de valor agregado o de empleo. En 
cambio, los sectores que generan mayor valor 
agregado son la construcción, la industria ma-
nufacturera, el comercio al por mayor y al por 
menor, y los servicios inmobiliarios, aportando 
58,31% del PIB estatal (INEGI, 2019a).

Con respecto a la generación de empleo, es po-
sible observar que –durante el primer trimestre 

Figura 4. Yacimientos terrestres en el estado de Veracruz y la región del Totonacapan

Fuente: elaboración propia con datos de CNH (s.f.).
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de 2018– el sector con más personas ocupadas 
fue el de la agricultura, con 26% de la población 
económicamente activa (PEA); el sector comer-
cio ocupó a 16%, y los servicios en general, 11%. 
Sin embargo, resalta que el sector de la industria 
extractiva y de la generación de electricidad solo 
ocuparon a 1% de la PEA (INEGI, 2018). El des-
empleo, por otra parte, muestra una tendencia 
creciente en los últimos quince años. En 2005, la 
tasa de desocupación anual fue de 2,37% y, ha-
cia 2018, se ubicaba por encima del 3% (INEGI, 
2020). Aunque esta cifra se mantiene por debajo 
del promedio nacional, destaca su tendencia sos-
tenida al aumento de la desocupación.

Otro elemento que ayuda a ilustrar la disparidad 
económica del estado es el índice de complejidad 
económica. Este analiza el nivel de sofisticación 
que presentan los productos para la exportación 
de cada zona. En este sentido, mientras más 
complejo sea el proceso productivo, mayor será 
el índice; mientras más simple o menores proce-
sos se lleven a cabo, menor será este. En 2014, el 
índice del estado se localizó en 0,11, ubicándolo 
en la posición 20 con respecto al resto del país. 
Más en detalle es posible ver que, de las 8 zonas 
metropolitanas con las que cuenta el estado, las 
que presentan un valor mayor son Coatzacoal-
cos (1,40) y Minatitlán (0,99), principalmente por 
su orientación a la petroquímica. Mientras que 
al otro extremo están las zonas metropolitanas 
de Poza Rica (-0,76) y de Acayuca (-0,80), por su 
orientación a la exportación de productos prima-
rios como los minerales, vegetales, alimentos y 
madera (Castañeda, 2017).

4.1 Los hidrocarburos y el proyecto 
Aceites Terciarios del Golfo

Como se mencionaba con anterioridad, el Toto-
nocapan cuenta con una fuerte actividad petrole-
ra. En el periodo 1998 a 2018, esta región repre-
sentó el 68% del petróleo extraído de la cuenca 
Tampico-Misantla, mientras para la extracción de 
gas fue del 77%. La Comisión Nacional de Hidro-
carburos calcula que en esta región se encuentra 
el 40% de las reservas de hidrocarburos del país 
(CNH, s. f.).

No es de extrañar que existan en la región pro-
yectos que busquen aprovechar los yacimientos 

de hidrocarburos. Uno de estos es el proyecto 
ATG, antes llamado Chicontepec. En 2006, se 
anunció que ATG sería el principal proyecto pro-
ductivo de PEMEX. ATG abarca una franja de unos 
100 kilómetros de largo y 20 de ancho, entre 
Puebla y Veracruz, en los municipios de Álamo, 
Castillo de Teayo, Coatzintla, Poza Rica, Chicon-
tepec, Ixhuatlán de Madero, Tihuatlán y Tecolutla; 
todos ubicados en el norte de Veracruz, además 
de otros tres del estado de Puebla. Entre 2007 y 
2012, se realizó una cuantiosa inversión que in-
cluyó la perforación de 1.681 pozos, lo que re-
presentó el 81,6% de los pozos perforados en el 
periodo 1998-2018 (CNH, s. f.) (ver Figura 5).

Cabe resaltar que el proyecto ATG ha permaneci-
do como un elefante blanco en cuanto a resulta-
dos obtenidos. Según el informe de resultados de 
la cuenta pública de 2010, la producción acumu-
lada real de aceite entre 2004 y 2010 representó 
únicamente el 26% de la producción acumulada 
proyectada, según el plan original de 2006 (ASF, 
2010) (ver Tabla 1). Pese a estos datos, o quizá 
por ellos, las recomendaciones han sido incre-
mentar la perforación de pozos, así como optimi-
zar su producción.

En conclusión, la dinámica económica del esta-
do de Veracruz y de la región del Totonacapan 
muestran signos de desarticulación y de grandes 
disparidades entre regiones y sectores. Es po-
sible observar regiones con industrias como la 
petroquímica, pero otras que están orientadas a 
la producción de bienes primarios; asimismo, se 
encuentran sectores que son los principales ex-
portadores, pero que no son aquellos que gene-
ran mayores empleos. Esto se ve reflejado en un 
estado y una región con grandes porcentajes de 
su población en pobreza y marginación.

Estos indicadores muestran las condiciones de 
posibilidad para la búsqueda de alternativas de 
supervivencia. Si se toma en cuenta que cerca del 
80% de los municipios del estado son expulsores 
de población (CONAPO, s. f.), entonces es posible 
vislumbrar un panorama que no permite el desa-
rrollo pleno de la población ni el acceso a mejores 
condiciones de vida.

Por otro lado, y en un nivel distinto de análisis, 
es posible observar que el sector de los hidro-
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Figura 5. Pozos perforados en la Cuenca Tampico-Misantla, 1998-2018

Fuente: elaboración propia con datos de CNH (s.f.).
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Tabla 1. Producción real vs Proyección esperada del Proyecto ATG (miles de barriles diarios)

Fuente: tomado de ASF (2010, p. 28).

Producción real

Proyección 2006

Diferencia

2004

21,0
20,0
1,0

2005

24,5
25,0
-0,5

2006

22,9
31,0
-8,1

2007

22,0
39,0
-17,0

2008

29,4
113,0
-83,6

2009

29,5
203,0
-173,5

2010

41,0
296,0
-255,0

Acumulado

190,3
727,0
-536,7

carburos es importante para la economía esta-
tal y regional en lo referente a exportaciones 
y porcentajes de producción. Esto genera un 
área de oportunidad para la creación de gran-
des proyectos de inversión, tanto de infraes-
tructura como productivos. Como se verá más 
adelante, resalta la presencia de este sector en 
el manejo de grandes sumas de inversión, pues 
también se presenta como un espacio propicio 
para actividades ilegales. Por ejemplo, el lava-
do de dinero y el robo de hidrocarburos.

5. Economía y criminalidad 
en Veracruz
Al igual que en otras partes del país, en Ve-
racruz la estructura económica consolidada 
durante decenios fue golpeada por las condi-
ciones que el neoliberalismo y la globalización 
establecieron, dejando una economía local de-

pendiente de los vaivenes del mercado petrole-
ro, con reducida inversión estatal y con múlti-
ples desvíos de recursos públicos; situaciones 
que no lograron resolver las sucesivas refor-
mas al sector petrolero. Tampoco se ofrecie-
ron respuestas a la situación de pobreza, falta 
de empleo y precariedad laboral, impidiendo 
que la población se mantuviera en la esfera le-
gal y formal (Escamilla-Haro, 2020; ICG, 2017).

En este marco, la economía criminal en Vera-
cruz se desenvolvió en los albores del siglo XXI. 
En esta entidad, la economía se ha desdoblado 
en un abanico que incluye la economía legal y 
la ilegal, así como sus intersticios y las múlti-
ples conexiones que las mantienen unidas. El 
tráfico de drogas, de personas y de armas, así 
como el secuestro o la extorsión, tienen como 
eje articulador el despliegue de violencia direc-
ta en contra de quienes habitan ese territorio. 
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El correlato de este proceso es la enorme con-
centración de riqueza y de poder en pocas ma-
nos, ya sea de empresarios, legales o ilegales, 
o de los políticos que posibilitan sus negocios 
a través de actos de corrupción. A continua-
ción, se presenta un panorama de cómo ope-
ra ese abanico en territorio veracruzano y, en 
la medida en que la información disponible lo 
haga posible, en la zona del Totonacapan. El 
objetivo de esta sección es presentar los ele-
mentos que permiten caracterizar la economía 
de la región bajo su forma criminal; esto es, 
cuya economía legal esté vinculada a activida-
des que carezcan del reconocimiento social y 
operen fuera del marco legal establecido, en 
un tránsito continuo entre lo legal y lo ilegal; 
que por su naturaleza delictiva busquen rentas 
–y no generar algún tipo de valor agregado–; y 
que tengan, entre sus mecanismos principales 
de regulación, la violencia directa y la corrup-
ción.

5.1 Tráfico ilegal de drogas

A diferencia del occidente mexicano, donde 
las condiciones climáticas y ecológicas bene-
fician la producción de drogas naturales como 
la marihuana y la amapola, en el oriente del 
país la expresión concreta de la economía de 
las drogas es el tráfico ilegal de estupefacien-
tes provenientes de Sudamérica y el Caribe 
(Flores, 2008). La extinta Procuraduría Gene-
ral de Justicia señaló, en 2002, que el Golfo 
de México (Veracruz, Tampico y Matamoros) 
servía como punto de entrada de la cocaína de 
países como Colombia, Perú y Bolivia, la cual 
llega a Honduras y de ahí se traslada, a través 
de México, en pequeñas y veloces embarcacio-
nes para alcanzar el mercado estadounidense 
por la frontera sur de Texas (PGR, 2002; The 
White House, 2010). En particular, Veracruz 
cuenta con una posición inmejorable para el 
comercio de todo tipo de productos. Con una 
vasta infraestructura vial, marítima y aérea, el 
territorio veracruzano forma parte de un ex-
tenso corredor que permite transportar –hacia 
o desde Estados Unidos y Europa– drogas, ar-
mas e, incluso, personas.

Según datos de la Secretaría de la Defensa Na-
cional (SEDENA, 2019), entre 1998 y 2018, las 

drogas más traficadas en Veracruz fueron ma-
rihuana y cocaina. En el mismo periodo, se in-
cautaron 29.250 kg de marihuana y 5.960 kg 
de cocaína en Veracruz. También se ha iden-
tificado que los puertos de Tuxpán, Veracruz 
y Coatzacoalcos sirven para la importación de 
precursores químicos y la salida de drogas sin-
téticas (metanfetaminas, anfetaminas y opiá-
ceos sintéticos como el fentanilo), con destino 
a Europa y Rusia, a cargo de organizaciones 
criminales como Los Zetas o el Cartel Jalisco 
Nueva Generación (CJNG).

Lejos de especializarse en el tráfico, la 
economía de las drogas sufrió profundas 
transformaciones desde inicios del siglo XXI. 
Por un lado, las modificaciones en la forma de 
operar de las organizaciones criminales y el 
ejercicio desmedido de la violencia derivaron 
en una expansión económica y territorial de las 
actividades delictivas (Correa-Cabrera, 2018; 
Guerrero-Gutiérrez, 2011; Mazzitelli, 2012).

En el caso veracruzano, desde la década de los 
años ochenta del siglo XX se identificaba que 
la presencia del Cartel del Golfo era predomi-
nante en la entidad y que su negocio estaba 
centrado en el tráfico de cocaína hacia Estados 
Unidos (Andrade-Guevara, 2018). Sin embargo, 
en 2019, el gobierno de la entidad reconocía la 
presencia de 6 organizaciones criminales y un 
conjunto de actividades delictivas que van des-
de el tráfico de drogas hasta el secuestro de 
migrantes (Espino y Canchola, 2019). Según 
el gobierno de la entidad, el CJNG es el que 
tiene mayor presencia, pero se mantiene en 
disputa con remanentes de los Zetas y el Car-
tel del Golfo. Principalmente, en la región de 
Coatzacoalcos-Minatitlán, que se destaca por 
su intensa industria de extracción, refinación y 
distribución de hidrocarburos a nivel nacional 
e internacional.

La emergencia de nuevas organizaciones cri-
minales se explica por dos elementos: la agre-
siva expansión de los Zetas en la entidad y la 
disputa por el territorio veracruzano, por su 
posición estratégica y por las riquezas petro-
leras que contiene. La ocupación de este te-
rritorio por parte de los Zetas comenzó por 
lo menos en 2002. El control territorial que 
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alcanzaron mediante el ejercicio de la violen-
cia fue un elemento clave para diversificar sus 
actividades delictivas: de la venta de drogas 
al robo de autos, secuestro y extorsión de mi-
grantes, falsificación, robo de petróleo, tráfico 
de personas, secuestro y extorsión a negocios 
(Correa-Cabrera, 2018; ICG, 2017). La expan-
sión de las actividades ilegales nutrió las es-
tructuras del lavado de dinero, dinamizando 
por igual a la golpeada economía lícita, como 
a las empresas criminales y a los funcionarios 
públicos implicados.

Por otro lado, la participación cada vez más 
activa de actores institucionales y empresariales 
posibilitó y potenció el alcance de la economía 
criminal (Andrade-Guevara, 2018; Beittel, 2019; 
Correa-Cabrera, 2018; Hernández, 2019; Pérez, 
2012). Por ejemplo, aunque la ola de violencia 
que azotó a varias localidades veracruzanas 
comenzó en 2011, debido a la disputa entre Los 
Zetas y el Cartel de Sinaloa, la transformación 
de la economía había comenzado desde 
tiempo atrás de la mano de los funcionarios 
públicos. Fidel Herrera, gobernador del estado 
entre 2004 y 2010, fue señalado por recibir 
sobornos por parte del Cártel del Golfo y Los 
Zetas para su campaña electoral, a cambio de 
protección policiaca (Andrade-Guevara, 2018; 
Correa-Cabrera, 2018). Su sucesor, Javier 
Duarte de Ochoa, continuó la complicidad 
con las organizaciones criminales, como el 
CJNG (Andrade-Guevara, 2018; ICG, 2017), 
que derivó, entre otras consecuencias, en un 
recrudecimiento de la violencia en la entidad. 
Como se abordará detalladamente más adelante, 
la participación de actores institucionales 
de diversos niveles (gobernadores, policía 
estatal o trabajadores de empresas estatales) y 
empresas legales es fundamental para entender 
la amplitud y profundidad de la economía 
criminal en la región.

5.2 Tráfico de personas

El “modelo corporativo” introducido por Los 
Zetas, pero utilizado también por otras orga-
nizaciones criminales, está basado en el cobro 
de rentas gracias al control del territorio. Un 
exagente policial de inteligencia de Veracruz, 
entrevistado por International Crisis Group, 

lo sintetizó con la siguiente expresión: “Los 
Zetas son los pobres de los carteles, llegan 
aquí sin dinero…. [y para] pelear las rutas de 
la droga se les hacía más fácil extorsionar, 
secuestrar, con la protección del mismo es-
tado” (ICG, 2017, p. 13).

El control del territorio a través del ejercicio 
de la violencia permitió a las organizaciones 
criminales definir el rumbo y funcionamiento 
del conjunto de las actividades en la región, así 
como de los flujos de mercancías o personas 
que cruzan la entidad. De acuerdo con la CNDH 
(2011), Los Zetas han conseguido atemorizar 
a la población de las comunidades por las que 
transitan los migrantes centroamericanos 
con lo que aseguran su participación en 
tareas de vigilancia, secuestro y extorsión 
de migrantes. Los testimonios también 
indican que las personas indocumentadas 
son obligadas a realizar trabajos forzados, 
participar en el tráfico de drogas o como 
sicarios, especialmente allí donde las rutas 
migratorias coinciden con las rutas de tráfico 
de drogas o de armas de Los Zetas (Belén 
Posada del Migrante et al., 2011; Correa-
Cabrera, 2018).

Aunque la información con respecto al tráfico 
de personas en Veracruz es escasa, la Oficina 
de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito (UNODC, 2014) identifica a la entidad 
como un nodo de encuentro entre las rutas 
de migración hacia Estados Unidos y las de 
tráfico de personas. El diagnóstico indica 
que Veracruz forma parte de dos rutas: la 
ruta Cancún-Campeche-Veracruz-Tampico-
Matamoros –que se superpone con el camino 
seguido por los migrantes con destino a 
Estados Unidos–, y otra que pasa por la 
Ciudad de México-Puebla-Tlaxcala y puede 
seguir varias direcciones, incluido Veracruz. 
La primera ruta responde a las principales 
zonas turísticas y de desarrollo económico 
del oriente mexicano: desde Chetumal a 
Cancún. Esta ruta pasa por zonas de turismo 
masivo, puertos de entrada de drogas y trata 
de personas. Sigue por Campeche, entidad 
fundamentalmente petrolera; en Veracruz, se 
encuentra uno de los puertos más importantes 
para las mercancías provenientes de Europa 
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y territorio controlado por organizaciones 
criminales. La ruta finaliza en Matamoros, 
Tamaulipas, punto de entrada de drogas, 
armas y migrantes hacia Estados Unidos. 
Los migrantes que recorren estas rutas “se 
convierten en posibles víctimas a lo largo del 
trayecto por parte de los grupos delictivos 
organizados que operan en la zona” (UNODC, 
2014, p. 130).

Guadalupe Correa-Cabrera (2017) también 
sugiere que hay una conexión entre las rutas 
de migrantes, la trata de personas –con fines 
de explotación sexual y trabajo forzado– y 
la presencia de organizaciones criminales, 
como los Zetas o el Cartel del Golfo. En el 
caso específico de Veracruz, solo se encuen-
tra que esta convergencia se presenta en 
Córdova y Orizaba (Correa-Cabrera, 2017).

5.3 Tráfico de armas

Aunque no hay datos precisos sobre el tráfi-
co de armas como estrategia de las organi-
zaciones criminales en Veracruz, es proba-
ble que ocurra debido a la yuxtaposición del 
camino que siguen las armas y la presencia 
de dichas organizaciones. La extinta Procu-
raduría General de la República (PGR) señaló 
que Veracruz es parte de una de las cuatro 
rutas para el tráfico de armas desde Esta-
dos Unidos. Específicamente, la del Golfo, 
que incluye a Ciudad Acuña, Piedras Negras, 
Nuevo Laredo, Miguel Alemán, Reynosa, Ma-
tamoros, Ciudad Victoria, Veracruz y Oaxa-
ca (Dirección General de Análisis Legislativo, 
2015).

Si bien las armas pueden seguir su trasiego 
hasta Oaxaca o incluso Chiapas, también es 
posible que se queden en la entidad veracru-
zana para ser usadas en actos armados. Una 
muestra de ello lo constituye el elevado nú-
mero de muertes causadas por disparos con 
arma de fuego en Veracruz, que de ser me-
nor a 300, entre 1998 y 2008, pasó a 1.368 
en 2017 (INEGI, 2019b). El número de armas 
decomisadas en el estado también ha sido 
considerable: pasó de menos de 30 –en los 
años comprendidos entre 2000 y 2006– a 99, 
en 2007, y 668, en 2012 (su valor más alto). 

Aunque, para 2014, disminuyó considerable-
mente, ubicándose en 147 (SEDENA, 2019)8.

También es necesario considerar la compra 
legal de armas, pues su uso no siempre se 
mantiene dentro del marco de la ley. De acuer-
do con un informe elaborado por la Comisión 
Mexicana de Defensa y Promoción de los De-
rechos Humanos (CMDPDH) y la organización 
Stop US Arms to Mexico (2018), la mayor parte 
de las armas vendidas legalmente en México 
provienen de Estados Unidos y son adquiridas 
por las fuerzas policiales federales y estatales. 
No obstante, dicho informe muestra que esto 
no garantiza el uso legal del armamento, pues 
estas instituciones han cometido diversos ac-
tos de violación de los derechos humanos –al-
gunos de ellos ocurridos en Veracruz–, en los 
que se ha verificado la utilización de las armas 
adquiridas legalmente.

Además, dado que algunas de las armas ob-
tenidas legalmente por las fuerzas policiales 
pueden ser desviadas hacia organizaciones o 
usos criminales, es importante tener en cuenta 
que, entre 2006 y agosto de 2017, la policía 
de Veracruz reportó 719 armas extraviadas o 
robadas, siendo el octavo estado en este rubro 
(CMDPDH y Stop US Arms to Mexico, 2018).

5.4 PEMEX y la sombra de la 
criminalidad

La interacción entre la economía legal y la ilegal 
se da a través de múltiples mecanismos, de 
los cuales los más importantes son el uso de 
la violencia directa y la corrupción. La violencia 
y la corrupción van hilando finamente una 
densa trama de relaciones entre actores legales 
e ilegales –nacionales o transnacionales–, 
empresas y actividades económicas. La 
presencia de estos elementos es notoria en 

8	 Es importante tener en cuenta que el número de 
armas decomisadas puede no ser un indicador 
preciso del tráfico ilegal de armas, en la medida en 
que puede estar reflejando el número e intensidad 
de los operativos realizados, más que el volumen de 
armas ilegales existentes. Además, solo se confisca 
una pequeña parte de las armas que entran de 
manera ilegal al país.
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el sector de extracción de hidrocarburos en 
Veracruz. En este caso, se condensan relaciones 
entre organizaciones criminales, actores 
públicos y privados, así como una condición 
endémica de corrupción que posibilita y va 
definiendo la dinámica criminal en la región.

5.4.1 Robo de hidrocarburos

El robo de hidrocarburos –o huachicol, como 
se le conoce coloquialmente– es una actividad 
que afecta directamente a las finanzas públi-
cas. Se calcula que, en el periodo entre 2009 y 
2016, las pérdidas por robo de hidrocarburos 
fueron alrededor de 159 mil 957 millones de 
pesos, lo que representa el 33% del gasto pro-
gramable de PEMEX para el 2016 (Montalvo, 
2017).

La información disponible muestra que, entre 
2000 y 2005, el número de tomas irregulares 
a lo largo de la red de ductos se mantuvo en 
un nivel relativamente estable en todo el país 
(entre 102 y 155). Sin embargo, en el perio-
do 2006 a 2011, estas cifras crecieron hasta 
alcanzar 213 y 1.322; y, en los años 2012 a 
2018, el número de tomas llegó a 1.612 y 
12.581, respectivamente (ver Figura 6). En Ve-
racruz, la tendencia es similar, pues entre los 
años 2006 a 2011, las tomas irregulares cre-
cieron de 88 a 297, y hacia 2018 alcanzaron 
la cifra de 1.338, casi 11% del total nacional 
(PEMEX, 2017; 2018a; 2018b). Es decir, duran-
te el periodo del presidente Felipe Calderón, 
el robo de hidrocarburos tuvo una tendencia 
creciente, pero en el sexenio de Enrique Peña 
Nieto su crecimiento fue exponencial. Vera-
cruz y Tamaulipas también concentran el robo 
de autotanques (pipas): de 2006 a 2018, acu-
mularon 65% de las denuncias por este delito 
(PEMEX, 2019).

Los principales estados donde se encuentran 
las tomas clandestinas son Guanajuato, 
Puebla, Veracruz, Tamaulipas e Hidalgo, que 
concentran 58,6% de todas las tomas del 
país. Esta concentración se explica por la 
localización de la red de ductos, así como por 
la presencia de organizaciones criminales: Los 
Zetas, el Cártel del Golfo, el CJNG, el Cartel 
de Sinaloa, el Cartel Santa Rosa de Lima, 
entre otros (Pérez, 2012; 2020). En 2017, 

el think tank Atlantic Council estimó que Los 
Zetas controlaban 40% del mercado de robo de 
hidrocarburos (Beittel, 2019). Sin embargo, la ola 
de violencia que colocó a Guanajuato como el 
estado más violento, en 2019, daba cuenta de la 
disputa por el control de esta actividad delictiva 
entre el Cartel de Santa Rosa y el CJNG (Guerrero-
Gutiérrez, 2020; Insight Crime, 2020).

El robo de combustible involucra no solo a las 
organizaciones criminales, sino a los emplea-
dos o funcionarios de PEMEX que facilitan la 
información y la técnica para el robo; a las co-
munidades asentadas cerca de los ductos que, 
al ver fugas, aprovechan para robar el hidro-
carburo en botes o cubetas; a las gasolineras, 
a los empresarios nacionales y transnacionales 
que compran el combustible, y a las autorida-
des de seguridad pública (Pérez, 2012; 2017; 
2020).

Si bien existen matices en la participación de 
esos actores, la dinámica con la que interac-
túan puede englobarse en lo que anteriormen-
te se denominó el continuo tránsito entre la 
economía legal y la ilegal: el tránsito de una 
mercancía legal que pasa al circuito de la ilega-
lidad, a través del tráfico y la venta clandesti-
na, para volver al circuito legal al ser adquirido 
por gasolineras o grandes empresas. El robo 
del hidrocarburo comienza con la localización 
de los ductos, y prosigue con su perforación, 
la extracción del combustible, su transporte o 
almacenamiento y, finalmente, la venta. Este 
circuito no es posible sin dos elementos funda-
mentales: la corrupción y la violencia.

La corrupción aparece con los acuerdos a los 
que llegan los trabajadores de PEMEX para 
brindar información técnica de la localización 
de los ductos, la presión a la que trabajan e 
incluso los horarios en que es mejor realizar 
la actividad; los acuerdos para utilizar las ins-
talaciones y el transporte de la paraestatal, así 
como el trabajo de perforación de los ductos 
(Correa-Cabrera, 2018; Pérez, 2012). Aunque 
la información que proporciona PEMEX sobre 
los casos de corrupción de sus empleados es 
escasa, el diario El Economista reportó que, en-
tre 2007 y 2016, fueron detenidos 144 traba-
jadores de PEMEX por presunto robo de hidro-
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carburos. La mayor parte de estos ocurrieron en 
Veracruz (44), seguido de Tabasco (34), Tamau-
lipas (14), Hidalgo (11) y Guanajuato (10) (Lang-
ner, 2017). Si bien estas son cifras pequeñas en 
relación con el número de tomas clandestinas, 
dejan ver la existencia de complicidades entre los 
trabajadores de PEMEX y las personas que roban 
los hidrocarburos.

La siguiente conexión en el circuito del robo de 
hidrocarburos es la venta, sin la cual no es posi-
ble la obtención de ganancias. La conexión con 
el mercado formal es innegable, ya que supone 
la obtención de ganancias económicas libres de 
impuestos o a menores costos para gasolineras 
u otros establecimientos que comercializan com-
bustible robado. Otra manera de vender el com-
bustible hurtado, aunque en menor escala, es a 
través del trato directo con automovilistas a la ori-
lla de las carreteras. En ambos casos, la venta del 
combustible a casi la mitad de su precio normal 
permite que fluya esta mercancía de manera ile-
gal y sus beneficios a las arcas de los grupos del 
crimen organizado. No existe información clara 
sobre los establecimientos que venden o utilizan 
combustible robado. Según algunos medios pe-
riodísticos, PEMEX canceló el contrato a 103 es-

taciones de servicio a principios de 2019, como 
parte de la estrategia en contra del robo de hidro-
carburos (Loredo, 2019). Asimismo, La Jornada 
menciona que la paraestatal decidió reservar la in-
formación sobre los establecimientos detectados, 
por motivos de seguridad industrial (Reyna, 2019).

La corrupción de funcionarios, que permiten el 
hurto, y de empresas, que lo compran, es solo una 
cara de la economía criminal que opera en esta 
actividad. Existen casos en que los trabajadores 
de PEMEX se resisten a brindar información 
estratégica. En esta situación, la violencia opera 
como mecanismo de coerción. El ejercicio de la 
violencia es inherente al despliegue de actividades 
criminales –como mecanismo de cumplimiento, 
de sanción y de control (Beittel, 2019; Giraldo 
y Naranjo, 2011)–, aunque esté antecedido por 
negociaciones o por actos de corrupción que 
suavizan la operación criminal; solo cuando 
estos fallan, “la violencia es la alternativa 
inmediata” (Beittel, 2019, p. 10). De tal manera, 
la violencia ejercida por las empresas criminales 
puede leerse como un mecanismo último de 
presión para aumentar la cooperación de otras 
fracciones sociales, o como un acto disciplinario 
o disuasorio frente a adversarios. Para asegurar 

Figura 6. Tomas clandestinas. Total nacional y Veracruz, 1998-2018

Fuente: elaboración propia basada en PEMEX (2017; 2018a; 2018b).
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el robo de combustibles, las empresas criminales 
como Los Zetas o el CJNG han ejercido amenazas 
y secuestros en contra de los trabajadores de 
la paraestatal. En un documento publicado por 
el Instituto Federal de Acceso a la Información 
(ahora INAI), en 2010, PEMEX indica que durante 
el periodo 2007-2010 existieron 16 secuestros de 
sus trabajadores en los estados de Tamaulipas, 
Campeche, Veracruz, Tabasco y Nuevo León (El 
Economista, 2011). Aunque la mayor parte de 
los secuestros reconocidos por la paraestatal se 
dieron en Tamaulipas, la información muestra que 
en Veracruz también tiene lugar este fenómeno. 
Ana Lilia Pérez (2012) documenta el caso de dos 
bomberos secuestrados en Poza Rica. Ambos eran 
trabajadores de la empresa Hydrotesting Service, 
que provee a PEMEX de equipos y servicios contra 
incendios, caso que se multiplica en Minatitlán y 
Coatzacoalcos.

La extorsión es otro de los mecanismos para 
asegurar la cooperación de trabajadores o 
empresarios petroleros, al mismo tiempo que 
asegura un flujo constante de ingresos o pagos 
en especie. Según Pérez (2012), ante la presión 
de la extorsión, un superintendente de seguridad 
industrial de una terminal de almacenamiento y 
reparto en Veracruz se “autodenunció” ante la 
PGR a cambio de protección “por las amenazas 
de muerte de los agentes [policiacos en colusión 
con Los Zetas] a quienes ya no les podía cubrir la 
cuota: primero le pedían una pipa [de gasolina] 
por embarque semanal, luego una por día” (p. 
162). En enero de 2020, la sección 3 del Sindicato 
de Trabajadores Petroleros de la República 
Mexicana, con más de mil afiliados en Nuevo 
León, Tamaulipas, San Luis Potosí y Veracruz, 
señaló que en los últimos años han sido víctimas 
de robos, amenazas y secuestros. Aunque existe 
más vigilancia a los ductos para evitar el robo 
de combustibles, no existe seguridad para los 
trabajadores petroleros (Trinidad, 2020). Los 
empresarios con contratos con PEMEX también son 
asediados para cubrir cuotas ante las empresas 
criminales; ya sea a través del secuestro o de la 
comunicación abierta, se les informa que deben 
pagar una fracción de dicho contrato. En caso 
de que se nieguen o incumplan, es probable que 
el precio sea la vida. Empresarios y trabajadores 
de la paraestatal han sido asesinados por igual 
desde inicios del siglo XXI.

En términos económicos, el robo de combustible 
representa una importante fuente de ingresos 
para quienes participan en esta cadena. Se esti-
ma, por ejemplo, que el Cartel de Santa Rosa de 
Lima tenía ganancias de entre 800 mil y 1.2 mi-
llones de dólares por la extracción diaria de hasta 
50 pipas de gasolina obtenida de los ductos de 
Pemex (Insight Crime, 2020). No obstante, se ha 
advertido que el robo de combustibles tiene con-
secuencias de enorme relevancia. En particular, la 
amenaza a la seguridad interna al dejar en manos 
de organizaciones criminales las instalaciones es-
tratégicas de una de las principales empresas de 
propiedad estatal (Jones y Sullivan, 2019; Pérez, 
2020).

5.4.2 Lavado de dinero

Otro ejemplo de la concatenación de la economía 
legal con la ilegal en Veracruz es la asociación 
entre PEMEX y ADT Petroservicios. Entre 2003 y 
2011, esta empresa recibió contratos directos 
por 2 mil 442 millones de pesos (Redacción AN, 
2013). Según el diario Reporte índigo, ADT Petro-
servicios ganó licitaciones para la adquisición de 
equipos de perforación dirigidos a brindar servi-
cios topográficos para el proyecto ATP, dar man-
tenimiento a cuadros de maniobras y caminos de 
acceso; todos ellos con un monto mayor a los mil 
490 millones de pesos (Correa-Cabrera, 2018). 
No obstante, en 2014, su dueño, Francisco “Pan-
cho” Colorado, fue acusado en Estados Unidos 
por participar en una conspiración para lavar di-
nero para Los Zetas, en la que también participa-
ron empresas canadienses como Xtreme Energy 
Group y West Rock Energy.

El encarcelamiento de Francisco Colorado no solo 
mostró la gran capacidad que tienen Los Zetas 
para movilizar el dinero obtenido mediante acti-
vidades ilícitas, también dio cuenta de la interac-
ción que existe entre la paraestatal, las organi-
zaciones criminales y el personal político, ya que 
ADT Petroservicios fue el canal por medio del cual 
el exgobernador Fidel Herrera recibió los sobor-
nos de Los Zetas (Correa-Cabrera, 2018).

6. Consideraciones finales

El artículo identifica la presencia de riquezas 
naturales estratégicas –como los hidrocarburos 
o los minerales– y el proceso de precarización 
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de la economía –bajas tasas de empleo, pobreza 
y desigualdad económica– como factores que 
posibilitan el desarrollo de la economía ilegal en 
Veracruz y la región del Totonacapan. Como se 
argumentó, la entidad veracruzana presenta ambas 
condiciones, a lo que se suman circunstancias 
políticas propicias para el desvío de recursos, 
la opacidad en el quehacer gubernamental y la 
realización de actos de corrupción o mercancías 
políticas en general. En este sentido, resalta la 
participación de personal político a nivel estatal 
para propiciar la operación de las organizaciones 
criminales, en particular de Los Zetas y el CJNG. 
Adicionalmente, las facilidades otorgadas por 
los trabajadores petroleros para el robo de 
hidrocarburos pueden ser una expresión de la 
complicidad de otros sectores de la sociedad que 
buscan incrementar sus ingresos, en un contexto 
de precariedad económica continuada.

Asimismo, encontramos que la economía regio-
nal presenta características que catalogamos 
como criminales. Como se mostró, Veracruz tie-
ne una ubicación privilegiada para el tráfico ilegal 
de mercancías. De hecho, el tráfico de drogas se 
complejizó con la operación de las organizaciones 
criminales y el ejercicio de la violencia hasta alcan-
zar nuevas escalas y actividades, reconfigurando 
toda la actividad económica de la región, ya que 
logró involucrar a numerosos sectores y actores. 
Al tráfico de personas y de armas, el secuestro y 
la extorsión, se sumó el robo de hidrocarburos 
como fuente privilegiada de obtención de ingre-
sos. Esta diversificación fue posible gracias a la 
ocupación y control del territorio, posibilitado por 
la complicidad con los aparatos de gobierno y el 
ejercicio de la violencia entre organizaciones an-
tagónicas, y en contra de la población en general. 
El resultado es un aumento en los indicadores de 
violencia: homicidios, secuestros y extorsiones.

El huachicoleo es un ejemplo paradigmático, aun-
que no exclusivo, del tránsito continuo entre los 
ámbitos legal e ilegal a partir de dos mecanismos 
de regulación: la violencia y la corrupción. En 
efecto, la corrupción facilita el acceso a las ins-
talaciones petroleras, así como el conocimiento 
técnico para operar las tomas clandestinas. En el 

caso de que sea insuficiente, las amenazas a la 
integridad y la vida de los trabajadores especia-
lizados lo aseguran. En otra etapa del circuito, la 
vinculación entre las organizaciones criminales y 
el personal político permite el desvío de recursos 
públicos, como lo ejemplifica el caso de Francisco 
Colorado, y su blanqueo a través de la reinver-
sión en actividades de apariencia legal, como los 
contratos de ADT Petroservicios y PEMEX. Conse-
cuentemente, el robo de combustibles es una im-
portante fuente de ingresos para las organizacio-
nes criminales, las gasolineras que amplían sus 
márgenes de ganancia, así como los trabajadores 
y funcionarios que se benefician de la riqueza na-
cional. Esta interacción entre los actos de corrup-
ción y el ejercicio de la violencia, como lógica de 
la dinámica económica en la región, se traduce 
en un serio cuestionamiento al control del estado 
mexicano sobre las instalaciones estratégicas y la 
seguridad interna del país.

Si bien en este trabajo se presenta la forma en 
que sectores de la economía legal, como la ex-
tracción de hidrocarburos, permiten una inte-
racción entre la economía legal e ilegal a través 
de mecanismos tales como la corrupción y el 
ejercicio de la violencia directa, reconocemos 
que es necesario indagar con mayor profundi-
dad en otras relaciones que tejen la trama de la 
transformación económica que aquí se dibujó. 
Entre ellas, están la actuación de las institucio-
nes policiacas en la extensión y profundización 
de la ola de violencia, en particular en las desa-
pariciones, secuestros y extorsiones en contra 
de la población; la magnitud del feminicidio y 
la aparición de múltiples fosas clandestinas; la 
construcción de la base laboral de la economía 
ilegal y la criminalización que recae sobre ella; 
los efectos diferenciados que tiene el trasiego 
de armas, y, por supuesto, las implicaciones del 
giro en la política del gobierno de Andrés Ma-
nuel López Obrador en el combate al robo de 
combustible y el fortalecimiento de PEMEX. No 
obstante, este trabajo dialoga con los estudios 
que pretenden explicar el fenómeno criminal 
de manera más abstracta, aportando elementos 
concretos de su funcionamiento en Veracruz, 
México.
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